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León, Guanajuato, a 21 veintiuno de agosto del año 2019 dos mil diecinueve. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 1118/1er JAM/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por INSTITUTO MUNICIPAL DE VIVIENDA DE LEÓN, GUANAJUATO, a través del Presidente del Consejo de Administración (…), en contra del TESORERO MUNICIPAL Y DE LA DIRECTORA GENERAL DE INGRESOS, del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 13 trece de octubre del año  2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando el crédito  fiscal por la cantidad de $67,294.71 (sesenta y siete mil doscientos noventa y cuatro pesos 71/100 Moneda Nacional), por concepto de Impuesto de Adquisición de Bienes Inmuebles. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Prevención.

SEGUNDO.- Por auto de fecha  18 dieciocho de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, se requirió por un término de 05 cinco días a la parte actora para que aclarara su demandada, apercibiéndosele que en caso de no dar cumplimiento se acordaría lo que en derecho procediera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Admisión de la demanda.
TERCERO.- El 25 veinticinco de octubre del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó promoción de cumplimiento; y, por auto de fecha 30 treinta del mismo mes y año,  previo cumplimiento a lo requerido, a la actora se le admitió a trámite la demanda, así como las pruebas documentales exhibidas y ofrecidas en la demanda descritas en los puntos 1 uno, 2 dos, 04 cuatro y 05 cinco, del capítulo de pruebas, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la  presuncional legal y humana en lo que le beneficie; por otro lado, previo acordar sobre su admisión de las documentales exhibidas en copias simple y descritas en los puntos 03 tres y 04 cuatro que exhibe en copia simple, se le requirió para que en un término de 05 cinco días las exhibiera en original o copia certificada, apercibiéndosele que en caso de incumplimiento se les admitiría en copia simple; además no se admitió la prueba de informe. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .. . 
Contestación de demanda y admisión de pruebas 
CUARTO.- El  15 quince de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete, el Tesorero Municipal y la Directora  General de Ingresos presentaron por separado  escrito de contestación de la demanda incoada en su contra: y, por auto del día 22 veintidós del mismo mes y año,  se les tuvo contestando en tiempo y forma legal la demanda y se les admitió de prueba la documental aceptada a la parte actora en el auto de radicación, así como las exhibidas a la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presunción legal y humana en lo que les beneficie; señalándose además fecha y hora para que tuviera verificativo la audiencia de alegatos. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Celebración de la audiencia de alegatos.

QUINTO.- El 29 veintinueve de enero del año 2018 dos mil dieciocho, a las 11:30 once horas con treinta minutos, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes y se tuvo al autorizado de las autoridades demandadas por presentando escrito de alegatos;  por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . 
C O N S I D E R A N D O:
Competencia de este Juzgado.
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos imputados al Tesorero Municipal y la Directora General de Ingresos, ambos de León, Guanajuato.  . . . . . . . 
Causales de improcedencia.

SEGUNDO.- Que por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . ..  . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es así que esta Juzgadora de Oficio se avocara al estudio de la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261. Causal de improcedencia que  se ACTUALIZA,  en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . 

En principio, se impone señalar que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato,  establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico; precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . 
 “Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .  . . . .  . . . . .  .
De este modo,  cabe señalar que el artículo antes transcrito refiere que podrán intervenir en el proceso las personas que tengan un interés jurídico,  de tal forma es menester resaltar que tanto la doctrina como el Código Civil para el Estado de Guanajuato,  clasifican como persona, a las personas físicas (ente individual) y morales (ente colectivo), estas últimas ya sean privadas u oficiales; por su parte,  si bien es cierto que la fracción I, inciso a) del referido artículo 251, establece que tendrá el carácter de actor los particulares que se vean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . .
Luego, de una interpretación extensiva del citado numeral es factible que las personas morales oficiales acudan a dirimir sus derechos en el proceso administrativo, ello siempre y cuando lo sea acorde a la jurisprudencia por contradicción sentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que por identidad de razón resulta aplicable al caso, identificada como 1a./J.16/2018 (10a.), Décima Época, fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo II, página. 875, registro  2017263, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 
“PERSONA MORAL OFICIAL. CUANDO ES PARTE DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO, SIEMPRE Y CUANDO DE LA RELACIÓN SUBYACENTE NO SE ADVIERTA QUE ACUDE A DEFENDER UN ACTO EMITIDO DENTRO DE LAS FUNCIONES PÚBLICAS QUE TIENE ENCOMENDADAS. El artículo 7o. de la Ley de Amparo establece una hipótesis de legitimación para que las personas morales oficiales puedan solicitar amparo para impugnar afectaciones que puede ocasionarles otra autoridad mediante un acto, una norma o una omisión. Se trata de un presupuesto procesal que exige a una autoridad que acredite una afectación patrimonial dentro de una relación en la que se encuentra en un plano de igualdad; esta limitante se justifica en atención a que la Federación, los Estados, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), los Municipios o cualquier persona moral pública no pueden considerarse titulares de derechos humanos; sin embargo, la Ley de Amparo reconoce que existen casos en los que se requiere la intervención de la Justicia Federal, a través del juicio de amparo, para evitar la imposición arbitraria de actos por ciertas autoridades que transgredan derechos de otras autoridades, para lo cual exige dos elementos: i) la existencia de una afectación patrimonial y ii) que dicha afectación se actualice en una relación en la que la autoridad se encuentre en un plano de igualdad con los particulares. En este sentido, de la interpretación de ambos supuestos se concluye que una persona moral oficial puede promover el juicio de amparo cuando exista una afectación patrimonial, es decir, una vulneración a alguna de las facultades, competencias o derechos que se comprenden dentro de su patrimonio, lo cual puede traducirse en términos monetarios y, además, dicha afectación debe darse en una situación jurídica en la que se encuentre en un plano de igualdad con los particulares, esto es, de manera subordinada frente a otra autoridad que con imperio le impone un acto de forma unilateral. En esas condiciones, una autoridad que forma parte de un procedimiento jurisdiccional actúa de manera subordinada, y los actos que se emitan en éste incidirán en sus intereses para ejercer su adecuada defensa, así acudirá al juicio de amparo para obtener una defensa de las posibles afectaciones que se cometan en el procedimiento, con la finalidad de obtener un resultado que beneficie a sus intereses; por tanto, tiene legitimación para promover el juicio, siempre y cuando de la relación subyacente no se advierta que acude a defender un acto emitido dentro de las funciones públicas que tiene encomendadas.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 
Así las cosas, quien demanda promueve el proceso en contra  de la determinación y cobro del impuesto sobre adquisición de bienes inmuebles, acorde al  recibo oficial de pago AA 6977632, de fecha 31 treinta y uno de agosto del año 2017 dos mil diecisiete, del que refiere se  encuentra exento del impuesto sobre pago de ese impuesto, en tanto que ello menoscaba su patrimonio, al señalarle indebidamente como sujeto pasivo, no exento del impuesto antes referido, sin que se considere para ello lo establecido por el artículo 3 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de  Guanajuato, a virtud que el objeto de su representada, es implementar programas de adquisición   y habilitación de reservas territoriales para uso habitacional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, a juicio de este juzgador los argumentos de la demandante respecto de la afectación a su patrimonio, no actualizan las razones de procedencia previstas en la jurisprudencia 1a./J.16/2018 (10a.), a efecto que quien demanda en su carácter de  persona moral oficial, acceda a dirimir sus derechos en el proceso que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     
Se sostiene lo anterior en tanto que  los artículos 179 y 179 BIS, fracción XII, párrafo segundo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato,  prevén: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Artículo 179. Están obligadas al pago del impuesto sobre adquisición de bienes inmuebles, las personas físicas o morales que adquieran por cualquier título o causa, bienes inmuebles ubicados en el Estado, así como los derechos reales vinculados a los mismos. 

Artículo 179 BIS.- El objeto de este impuesto es la adquisición de bienes inmuebles. Para efectos de este artículo, se entiende por adquisición de bienes inmuebles lo siguiente:  

…

XII.- …

No se causará este impuesto tratándose de adquisiciones de inmuebles que haya realizado la Federación, el Estado o los municipios para formar parte del dominio público, y los partidos políticos nacionales, siempre y cuando dichos inmuebles sean para su propio uso; asimismo, en las adquisiciones de inmuebles que hagan los arrendatarios financieros al ejercer la opción de compra en los términos de los contratos de arrendamiento financiero. “. . . 

De los preceptos  transcritos con antelación se advierte que, son sujetos del pago del impuesto sobre adquisición de bienes inmuebles, las personas físicas o morales que adquieran por cualquier título o causa bienes inmuebles situados en el Estado de Guanajuato, así como los derechos reales vinculados a los mismos; que no se causa la  contribución, si la adquisición como en el caso la realiza el municipio a través del “Instituto Municipal de Vivienda”, ello siempre y cuando el inmueble pase a formar parte del dominio público y sean para su propio uso, aspectos que no se encuentran probados en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En tanto que, de la  copia certificada notarialmente del instrumento notarial número 20,783 veinte mil setecientos ochenta y tres, de fecha 09 nueve de junio del año 2017 dos mil diecisiete, pasado ante la fe del Notario Público número 45 cuarenta y cinco de este Partido Judicial,  se acredita que el Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato (INMUVI), llevó a cabo convenio de reconocimiento de adeudo, convenio de dación en pago total, en su calidad de “Vendedora Acreedora”  adquirió una fracción de terreno del inmueble ubicado en el predio denominado Ibarrilla de esta ciudad de León, Guanajuato, no así con dicha documental se acredita que la fracción del inmueble adquirido, forme parte del dominio público, mucho menos que su fin o destino sea para  uso propio de la hoy impetrante del proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por otra parte, el justiciable en su capítulo de hechos como en sus conceptos de impugnación, manifiesta en lo toral que la adquisición obedeció para cumplir con su objeto; esto es,  para promover  y ofertar esquemas de vivienda para que las personas que no tienen acceso a una por sus condiciones laborales puedan obtenerla, no así que  el bien adquirido se  tendría como fin el uso propio del Instituto, por tanto el dicho de la impetrante del proceso se trata de una  confesión que merece valor pleno,  acorde a los artículos 117 y 119 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .  . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Bajo esa premisa, si bien es cierto en el proceso se encuentra acreditado que el Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato,  adquirió el inmueble de referencia para formar parte del dominio público,   lo es también que el inmueble no se adquirió para el uso propio del descentralizado, esto es, para ser detentado materialmente para realizar sus actividades administrativas, sin que sea óbice a lo anterior que la actora señalara que la adquisición obedeció para llevar a cabo su objeto, es decir, para promover y ofertar vivienda en el municipio, lo cual pone de manifiesto que no es para su uso propio, sino para ser destinado al fomento de vivienda;  por tal motivo, quien demanda no acreditó que la adquisición del inmueble encuadre en la hipótesis de excepción de causación de la contribución, prevista en el párrafo segundo, fracción XII, del artículo 179 BIS de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
No pasa inadvertido para este que resuelve, que atento al artículo 3 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato,   los municipios de la entidad tiene obligación de pagar impuestos y derechos por los actos que realicen, siempre y cuando no correspondan a sus funciones de derecho público,  siendo el caso concreto, que tampoco opera dicha excepción para quien demanda, en razón que el acto por medio del cual adquirió el bien inmueble, no lo fue  en vías de derecho público, sino de derecho privado “Vendedora-Acreedora”, tal y como consta en el instrumento notarial aludido en supralineas, esto es, el mismo fue adquirido en dación de pago derivado de un reconocimiento de adeudo y en consecuencia no en carácter de derecho público  al tratarse de una dación de pago, lo que pone de manifiesto que el acto no fue adquirido derivado de ejercer sus funciones propiamente como autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así, contrario a lo referido por quien demanda el acto jurídico contenido en el instrumento notarial 20783, de fecha 9 nueve de junio de 2017 dos mil diecisiete, no actualiza la hipótesis de excepción establecida en el segundo  párrafo de la fracción XII del artículo 179BIS de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de  Guanajuato; por ende, no se afecta su patrimonio consecuentemente no se acredita la excepción para hacer valer sus derecho en el presente proceso, en tanto que la fracción del bien inmueble que adquirió no es utilizada para uso propio del Instituto. 
Resulta ilustrativo al caso, el criterio emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, Octava Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo X, Octubre de 1992, página 479, registro 218398, que dice: . . 
“VEHICULOS, IMPUESTO SOBRE TENENCIA Y USO DE. ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS. ESTAN OBLIGADOS A CUBRIRLO. De acuerdo con el artículo 2o. de la Ley del Impuesto sobre Tenencia y Uso de Vehículos, la Federación, el Distrito Federal, los Estados, los Municipios y los Organismos Descentralizados o cualquier otra persona están obligados a pagar dicho impuesto salvo las excepciones que el citado ordenamiento establece. Tratándose de vehículos utilizados en la prestación de un servicio público, el artículo 8o. de la propia ley, en su fracción V, sólo exenta los pertenecientes a la Federación, Estados, Municipios y Distrito Federal y tratándose de ambulancias, libera de ese impuesto a toda persona física o moral propietaria de las mismas, de tal forma que los vehículos de los organismos públicos descentralizados que no se utilicen como ambulancias, no están exentos de ese impuesto, sin que pueda interpretarse que esos automóviles pertenezcan a la Federación por encontrarse afectos a la prestación de un servicio público, porque los organismos descentralizados, aunque creados por el ejecutivo federal, son entidades con personalidad jurídica y patrimonio propios, de conformidad con el artículo 45 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y, en tal virtud, sus bienes sólo a ellos pertenecen, sin importar el objeto en que se utilicen.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, refiere la impetrante del proceso que  la determinación y pago que realizó del impuesto sobre adquisición de bienes inmuebles sufrió un menoscabo en su patrimonio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ante ello, debe destacarse que la parte actora es un organismo descentralizado de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, ello de acuerdo al artículo 1º del Reglamento para la Constitución del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Entonces, conforme a los artículos 120 y 121 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, la Administración Pública Municipal será centralizada y paramunicipal, correspondiendo al Ayuntamiento tanto la creación de los entes administrativos que integran la administración pública  centralizada y paramunicipal, preceptos que rezan: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 120. La administración pública municipal será centralizada y paramunicipal.

Artículo 121. El Ayuntamiento podrá crear dependencias que le estén subordinadas directamente, así como fusionar, modificar o suprimir las ya existentes, atendiendo a sus necesidades y capacidad financiera. Asimismo, podrá crear órganos desconcentrados, dependientes jerárquicamente de las dependencias, con las facultades y obligaciones específicas que fije el reglamento y acuerdo respectivo. 

También, podrá crear entidades paramunicipales, cuando el desarrollo económico y social lo haga necesario. “ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . .
A su vez, los artículos 147 al 150 de la Ley Orgánica Municipal mencionada,  en esencia señalan que la administración pública paramunicipal está integrada entre otros, por los organismos descentralizados,  mismos que corresponde su creación, modificación o extinción al Ayuntamiento; tales organismos descentralizados deberán sujetarse al Programa de Gobierno Municipal o programas que deriven del mismo, correspondiendo al Presidente Municipal, coordinar y supervisar sus acciones y vigilar que cumplan con el objetivo por las cuales fueron creadas; preceptos que rezan: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . .  . . . . . . .  . . 
“Artículo 147. Integrarán la administración pública paramunicipal los organismos descentralizados, empresas de participación municipal, fideicomisos públicos municipales, comisiones, patronatos y comités. 

Artículo 148. El Ayuntamiento aprobará por mayoría calificada la creación, modificación o extinción de las entidades paramunicipales.

Las atribuciones de las entidades paramunicipales no deberán exceder las que para el Ayuntamiento señale la Ley y se especificarán en el acuerdo de creación, mismo que deberá publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

En caso de extinción, el acuerdo correspondiente fijará la forma y términos de la liquidación. 

Artículo 149. Las entidades paramunicipales deberán sujetarse al Programa de Gobierno Municipal y a los programas que deriven del mismo. 

Artículo 150. El Ayuntamiento, por conducto del Presidente Municipal, coordinará y supervisará las acciones que realicen las entidades paramunicipales, vigilando que cumplan con la función para la que fueron creadas. “

De lo antes transcrito, se consigna que los organismos descentralizados cuentan con una serie de características que los distinguen de los entes que conforman la administración pública centralizada,  entre ellos que tienen un régimen jurídico propio, el cual regula su denominación, personalidad, patrimonio, objeto y su actividad, régimen que en el ámbito municipal los constituye el reglamento administrativo en el cual el Ayuntamiento crea el ente descentralizado; y como parte de las características de los mismos encontramos,  el patrimonio propio, constituido por el conjunto de bienes y derechos con que cuentan para el cumplimiento de sus atribuciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, al tratarse  la parte actora de un organismo descentralizado de la administración pública municipal, ello de acuerdo al Reglamento para la Constitución del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato, su patrimonio se encuentra conformado en términos del artículo 18 del Reglamento en cita, el cual establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo  18.-   El patrimonio del Instituto se integrará con:

I. Los bienes muebles e inmuebles de su propiedad; 

II. Las donaciones y aportaciones que reciba de los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal y de sus organismos;

III. Las aportaciones, transmisiones en propiedad, herencias, legados, donaciones y demás liberalidades que reciba de personas físicas o morales, oficiales o particulares;
IV. Los derechos y créditos que se obtengan para el cumplimiento de su objeto;

V. Los fondos que se obtengan por concepto de aportaciones de los beneficiarios de los planes y  programas ejecutados por el Instituto, así como de los rendimientos, recuperaciones, bienes, derechos y demás  ingresos que generen sus inversiones, bienes y operaciones;

VI. Los inmuebles que se expropien a su favor; 

VII. Los bienes y recursos que el Gobierno  Municipal, el Fideicomiso Popular de Vivienda o cualquier otra entidad Paramunicipal le asignen o transfieran para el cumplimiento de su objeto; y,

VIII. Los demás bienes muebles e inmuebles,  concesiones, derechos e ingresos que obtenga por cualquier título legal.”
En ese contexto,  la creación del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato, obedeció a la necesidad de promoción y fomento a la producción social e industrial de vivienda popular y de interés social  en el municipio,  actividad administrativa que sigue siendo propia de la administración pública municipal; no obstante  estar encargada a un organismo descentralizado, quien detenta un patrimonio propio, sin embargo el mismo no debe de entenderse distinto al patrimonio del Municipio, sino que es un patrimonio municipal destinado a los fines sociales del organismo descentralizado, ello en términos del artículo 197 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, el cual establece: . . . . . . . . . . . . 
 “Artículo 197. El patrimonio municipal se constituye por: 

I. Los ingresos que conforman la Hacienda Pública Municipal; 

II. Los bienes del dominio público y privado del Municipio; 

III. Los derechos y obligaciones constituidos jurídicamente a favor del Municipio; 

IV. Los demás bienes, derechos y aprovechamientos que señalen otras leyes y ordenamientos a favor del Municipio; y 

V. La deuda pública municipal. “ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego, si quien demanda se duele del crédito fiscal por concepto de Impuesto sobre Adquisición de Bienes Inmuebles por parte de la autoridad fiscal municipal, aduciendo que con el pago de ese impuesto causó un menoscabo a su patrimonio, esa situación no ocurre, toda vez que pierde de vista que la cantidad de dinero que erogó por concepto de pago del impuesto mencionado, no salió del patrimonio municipal, ya que simplemente esa cantidad pasó de un organismo descentralizado a un organismo centralizado, como lo es, la Tesorería Municipal, siendo ambos pertenecientes a la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato; y no obsta que el organismo público descentralizado presentó su demanda con carácter de particular, ya que por ese simple hecho, su patrimonio no deja de pertenecer al patrimonio del Municipio de León, Guanajuato. . . .  . .  . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
A lo anterior, sirva de ilustración el criterio P./J.97/2004, sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Septiembre de 2004, Pag. 809, registro 180563, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS. AUN CUANDO SON AUTÓNOMOS, ESTÁN SUBORDINADOS A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL DE MANERA INDIRECTA. Si bien los organismos públicos descentralizados tienen personalidad jurídica, patrimonio propio y gozan de una estructura separada del aparato central del Estado, ello no significa que su actuación esté libre y exenta de control, toda vez que su funcionamiento y las facultades de autoridad que desempeñan están garantizados y controlados a favor de los gobernados y de la administración pública, pues las unidades auxiliares tienen como finalidad la ejecución de programas de desarrollo o actividades estatales que les han sido conferidas; de manera que aun cuando aquellos organismos son autónomos, continúan subordinados a la administración pública federal de una manera indirecta, aspecto que marca la diferencia entre la administración centralizada y la paraestatal, pues mientras que en la primera la relación jerárquica con el titular del Ejecutivo Federal es directa e inmediata, en la segunda, especialmente entre los organismos descentralizados, es indirecta y mediata.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Asimismo, la tesis sustentada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Octava Época, fuente. Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Segunda Parte, Enero-Junio de 1988, Pag. 455, registro 800187, que reza: 

“ORGANISMOS PUBLICOS DESCENTRALIZADOS. AUN CUANDO TIENEN PERSONALIDAD JURIDICA Y PATRIMONIO PROPIOS, SON PARTE DE LA FEDERACION, Y SUS BIENES INTEGRAN EL PATRIMONIO NACIONAL. La circunstancia de que los organismos públicos descentralizados de naturaleza federal estén dotados de personalidad jurídica y patrimonio propio, no impide considerarlos como parte de la federación, pues su creación sólo obedece a la necesidad del estado de atender la prestación de servicios públicos mediante entidades con autonomía jerárquica respecto de la administración central, para lograr de esa manera la satisfacción más eficaz de intereses sociales, y tampoco dichas cualidades hacen que sus bienes sean independientes del patrimonio nacional, toda vez que la primera de las características apuntadas, los faculta para organizarse y representarse jurídicamente, y la segunda, constituye el conjunto de bienes, derechos y obligaciones que les han sido asignados y que han asumido para que en forma autónoma realicen los fines para los que fueron creados.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así como,  el criterio de la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitido en la Séptimo Época,  consultable en el Semanario Judicial de la Federación en el volumen 169-174, Cuarta Parte, pagina 149, el cual reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS PATRIMONIO DE LOS. NO ES DISTINTO AL DE LA FEDERACION Y POR TANTO EN EL FUERO FEDERAL RADICA LA JURISDICCION PARA CONOCER DE LOS JUICIOS EN QUE INTERVENGAN. La creación de los  organismos públicos descentralizados obedece a una necesidad de confiar la realización de algunas actividades administrativas a órganos que guardan con la administración central, es decir, la federal, una relación que no es de jerarquía, para lograr de esa manera la satisfacción más eficaz de los intereses sociales; por ello, como caracteres esenciales de los organismos descentralizados, se encuentra la existencia de una personalidad jurídica especial y de un patrimonio propio; sin embargo, el patrimonio de los organismos públicos descentralizados, no obstante ser propio, no es distinto al de la Federación, sino que es un patrimonio federal destinado a fines sociales del organismo descentralizado, por lo cual la afectación que pueda sufrir un organismo de esa naturaleza, es una afectación al patrimonio de la Federación. En consecuencia como es evidente que la Federación está interesada en los litigios en que vaya comprometido el patrimonio de un organismo descentralizado, debe concluirse, con fundamento en los artículos 104, fracción III, constitucional, 43, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 18 y 19 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que es en el fuero federal en donde radica la jurisdicción para conocer de tales controversias.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por tanto, cabe enfatizar que el Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato, como ente público descentralizado, año con año recibe recursos por parte del Ayuntamiento de León, Guanajuato, los que se ven reflejados en los respectivos Presupuestos de Egresos; y a su vez a la Tesorería Municipal de León, corresponde vigilar la exacta observancia de los presupuestos de egresos que se destinen en cada ejercicio fiscal, esto de conformidad con lo establecido por el párrafo primero del artículo 105 bis de la Ley para el Ejercicio y Control de Recursos  Públicos para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el cual prevé: . . 
“Artículo 105 bis. La Secretaría y la Tesorería, en el ámbito de sus respectivas competencias, vigilarán la exacta observancia de los presupuestos de egresos. Para tales efectos, dictarán las medidas pertinentes de acuerdo con las disposiciones que resulten aplicables, señalando los plazos y términos a que deberán ajustarse las dependencias y las entidades en el cumplimiento de las disposiciones de racionalidad, austeridad y disciplina presupuestal y podrán requerir de las propias dependencias y entidades la información que resulte necesaria, comunicando a sus órganos de control de las irregularidades y desviaciones de las que tengan conocimiento con motivo del ejercicio de sus funciones.“
Por consiguiente, al tratarse del patrimonio de un organismo público descentralizado, este  originariamente pertenece al patrimonio del Municipio de León, Guanajuato, de ahí que resulte atípico que la Administración Pública Municipal de León, afecte su propio patrimonio, siendo en el caso concreto que el Municipio al haberle determinado y cobrado el Impuesto Sobre Adquisición de Bienes Inmuebles al Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato, implicó que ese numerario nunca salió del patrimonio de dicho Municipio.. . . . . . . . . . . . . . .  

De esta manera, el acto controvertido, no afecta el interés  jurídico del impetrante del proceso a quien correspondiente en la secuela procesal acreditar el mismo, aspecto que se ve robustecido con  la tesis aislada y  jurisprudencia, sustentadas el Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, bajo los siguientes rubros: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO, CARGA DE LA PRUEBA. CORRESPONDE AL QUEJOSO ACOMPAÑAR LOS ELEMENTOS DE CONVICCIÓN RELATIVOS Y NO AL JUEZ RECABARLOS DE OFICIO. Si bien en la parte in fine del artículo 78 de la Ley de Amparo, se confiere al Juez de Distrito la prerrogativa para recabar las pruebas que habiendo sido rendidas ante la autoridad responsable no obren en autos y se estimen necesarias para la resolución del asunto, lo cierto es que tal dispositivo no obliga al resolutor federal a requerir de esa autoridad los medios de convicción que justifiquen el interés jurídico del promovente del juicio de garantías; esto, por la sencilla razón de que de conformidad con el artículo 4o. y la fracción V del artículo 73, interpretada en sentido contrario, ambos de la ley de la materia, el interés jurídico es un elemento esencial para la procedencia del juicio de amparo, cuya carga probatoria corresponde al quejoso y no al Juez de garantías.”  Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. Época: Novena Época; Registro: 183039; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XVIII, Octubre de 2003; Materia(s): Común Tesis: XXVII.6 K; Página: 1030.
“INTERES JURIDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ACREDITARSE EN FORMA FEHACIENTE EL. En el juicio de amparo, el interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no tratar de demostrarlo a base de presunciones.” Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. Época: Novena Época; Registro: 203522; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo III, Enero de 1996; Materia(s): Común; Tesis: XX. J/14; Página: 148.  . . . . . .
Por tanto, si quien demanda  no demostró  ser sujeto pasivo exento del impuesto sobre adquisición de bienes inmuebles, mucho menos que el bien adquirido en el instrumento notarial 20783, de fecha 9 nueve de junio de 2017 dos mil diecisiete, tenga como finalidad el uso propio del Instituto, por tanto no se actualiza la hipótesis de excepción como personal moral oficial, para acudir a proceso en tanto que no se afectó derecho subjetivo alguno,  y por tanto  no se demostró en la secuela procesal su interés jurídico;  amén  que el pago del impuesto controvertido no implico una afectación a su patrimonio. . . . . . . . . . . . . . . 
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, de acuerdo a lo establecido por la fracción II del artículo 262 del mismo Código, es procedente sobreseer este Juicio. . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . . . .  . . . . .  

SEGUNDO.- Resultó procedente y fundada la causal de improcedencia que de oficio analizó este juzgador, por lo que resulta procedente  decretar el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . 

